
 



 



 



 



 



  



CONCLUSIONES DEL GRUPO TÉCNICO, CONTITUIDO POR DECISIÓN DE LA 
MESA DE DIÁLOGO SOCIAL DE CEUTA, SOBRE EL NUEVO SISTEMA DE 
BONIFICACIONES A LA SEGURIDAD SOCIAL EN CEUTA Y MELILLA 
INTRODUCIDO AL AMPARO DEL REAL DECRETO-LEY 1/2023 Y EL REAL 
DECRETO 660/2023. 
 
Introducción 
Es opinión compartida unánimemente por todos los integrantes del Grupo Técnico, 
con petición expresa de que figure en la introducción de este documento de 
conclusiones como idea esencial, que la nueva normativa supone, para los contratos 
de trabajo firmados a partir del 1 de septiembre de 2023, una derogación de facto 
del sistema de bonificaciones a la seguridad social en Ceuta y Melilla introducido en 
2004 y mejorado en 2012. Además, el sistema de subvenciones establecido para 
compensar los casos en que la bonificación de 262 euros sea menor al 50%, 
introduce una complicada gestión burocrática, la obligatoriedad de anticipar por 
los empresarios el pago, la inseguridad de estar condicionadas a la existencia de 
crédito presupuestario y su carácter no indefinido al estar vinculado al periodo de 
vigencia de los Planes Integrales de Desarrollo de Ceuta y Melilla. Por último, la no 
aplicación del Plus de Vinculación a los nuevos contratos generará desigualdades 
salariales entre los trabajadores de una misma empresa y será fuente de 
conflictividad laboral. 
 
Procede examinar por separado cada uno de los tres aspectos mencionados en la 
introducción: 
 
Inaplicabilidad de facto de la nueva bonificación 
La nueva normativa exige una serie de requisitos que, introducidos en mercados 
tan aislados y singulares como los de Ceuta y Melilla, impiden de hecho acogerse al 
sistema de bonificaciones, y prueba de ello es la experiencia práctica aportada por 
las asesorías laborales al Grupo Técnico, que determina que, en los días 
transcurridos del presente mes de septiembre, casi ningún nuevo contrato ha 
podido acogerse a la bonificación. 
Las razones técnicas que soportan dicha inaplicabilidad pueden resumirse, sin 
ánimo de exhaustividad, del siguiente modo: 
 Se incorporan nuevas exclusiones: contratos temporales; familiares hasta 
segundo grado; trabajadores que estuviesen en la misma empresa en los doce 
meses anteriores con un contrato indefinido; trabajadores que hayan finalizado 
otro trabajo en los 3 meses anteriores por voluntad propia. Hay que tener en 
cuenta que estamos hablando de mercados muy reducidos, en que la rotación de 
trabajadores, especialmente en los sectores de hostelería y restauración, es muy 
elevada, y en los que predomina la microempresa de ámbito familiar. Del mismo 
modo, la exclusión de los contratos temporales impide la aplicación de la 
bonificación a las sustituciones por incapacidad laboral o vacaciones. 

 
 Se exigen nuevos requisitos: estar al corriente de pagos de impuestos y 

seguridad social; no haber sido inhabilitado para obtener subvenciones y 
ayudas públicas; contar con planes de igualdad cuando resulte obligatorio; 
obligación de mantenimiento del empleo durante 3 años; 20 horas/año de 
acciones formativas; obligación del solicitante de estar inscrito en el SEPE 
durante al menos tres meses; se fija un mínimo de jornada del 50% de la 
ordinaria. 



 
Subvención del Real Decreto 660/2023 
Dado que para los contratos cuya base de cotización supere los 1.600 euros 
mensuales la bonificación de 262 euros va a resultar menor al 50% que venía 
rigiendo hasta ahora, el Real Decreto 660/2023 establece un sistema de 
subvenciones para compensar esa diferencia hasta el 50%. 
No obstante, el sistema elegido contiene notables perjuicios respecto al 
actualmente vigente, por cuanto: 
 El empresario está obligado a pagar por adelantado la diferencia de la 

cotización cuando esta supere la bonificación de 262 euros, con el consiguiente 
perjuicio financiero respecto a la situación actual, en que se aplicaba 
íntegramente mes a mes. 
 

 La solicitud de subvención deberá presentarse al SEPE en el primer trimestre 
posterior a cada ejercicio cerrado, con el consiguiente aumento de la carga 
burocrática para las empresas, que actualmente se deducían la bonificación en 
su liquidación mensual. 
 

 La subvención queda condicionada a la exigencia de disponibilidad 
presupuestaria en cada ejercicio, lo que introduce un factor de inseguridad 
jurídica inexistente hasta la fecha. 
 

 El periodo de vigencia de la subvención está ligado al de los Planes Integrales de 
desarrollo socioeconómico de Ceuta y Melilla, por lo que introduce dudas sobre 
su mantenimiento a partir de 2026. 
 

 El sistema de subvención implica que la misma será considerada un ingreso a 
efectos tanto del Impuesto de Sociedades como del IRPF, por lo que estará 
sujeta a carga impositiva y, en consecuencia, no llegará a cubrir el 50% de la 
cotización. 
 

Plus de Vinculación 
Dicho Plus, negociado en su momento entre los agentes económicos y sociales de 
Ceuta y de Melilla, y que supone aumentar en un 8% del salario base las nóminas de 
los trabajadores, está vinculado, de ahí su denominación, a la efectividad y 
mantenimiento de la bonificación. Si, como ya se ha explicado en punto anterior, la 
bonificación a los nuevos contratos a partir del 1 de septiembre de 2023 ha 
devenido, de facto, en inaplicable, la consecuencia es que, a partir de dicha fecha 
habrá una doble escala salarial en el seno de las empresas, la aplicable a los 
contratos anteriores a la modificación y la aplicable a los contratos posteriores a la 
misma, lo que, es de suponer, va a provocar un clima de conflictividad social. 
 
Conclusiones 
 El nuevo sistema de bonificaciones a la seguridad social en Ceuta y Melilla 

supone un considerable retroceso sobre el vigente hasta ahora, que empeora en 
todos y cada uno de sus aspectos, hasta el punto de hacerlo inaplicable en la 
práctica, como la experiencia de los días transcurridos del mes de septiembre, 
desde su entrada en vigor el 1 del mismo mes, está demostrando. Más que una 
modificación, supone una derogación de facto de las bonificaciones. 
 



 Es un injustificable ataque al Régimen Económico y Fiscal Especial de Ceuta y 
Melilla, que no dispone de un sistema de protección, a diferencia del Régimen 
Canario (recogido en la Disposición adicional Tercera de la Constitución 
Española de 1978, en el artículo 167 del Estatuto de Autonomía y en el artículo 
349 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea). Esta modificación, 
introducida por Decreto-ley, sin ningún diálogo ni comunicación previa con las 
instituciones representativas y los agentes económicos y sociales de ambas 
ciudades, ha creado un clima de inseguridad jurídica sin precedentes, y está ya 
causando el aplazamiento y cancelación de decisiones empresariales de 
inversión, en un momento en que son más necesarias que nunca tras la 
prohibición unilateral del comercio fronterizo por parte de Marruecos. 
 

 Incurre en una evidente contradicción con los objetivos de los Planes Integrales 
de desarrollo socioeconómico de Ceuta y Melilla aprobados por el Gobierno de 
España en octubre de 2022, por cuanto pretende incentivar los empleos de baja 
cualificación frente a los necesarios en la proyectada reconversión económica 
de ambas ciudades, basada en sectores de alta productividad. 
 

 A juicio de los integrantes de este Grupo Técnico, la única solución para el 
mantenimiento de las bonificaciones consiste en la derogación inmediata del 
sistema introducido por el Real Decreto-Ley 1/2023 y el Real Decreto 
660/2023, y la vuelta al sistema anterior que figuraba en la Disposición 
adicional vigésima tercera del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social. 

 


